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¿Podría el TC acordar la suspensión de la Ley de Tasas Judiciales? 
Autor: Concepción Jiménez Shaw - 29 enero, 2013 - 

 

La reciente suspensión por el Tribunal Constitucional (TC) de la Ley que establece tasas judiciales en 

Cataluña ha vuelto a suscitar la cuestión relativa a la posible suspensión de la Ley de Tasas estatal. 

Sin embargo se trata de situaciones totalmente distintas, porque mientras con las tasas catalanas se 

plantea un problema de competencias, en la Ley de tasas estatal la inconstitucionalidad se da por 

vulneración de un derecho fundamental, el de acceso a la justicia. 

  

La doctrina del TC hasta la fecha es que la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC) impide 

la suspensión en los recursos de inconstitucionalidad.  

Sin embargo se exponen a continuación argumentos que se han esgrimido en el seno del propio 

TC[1], que permitirían la suspensión con ocasión de la impugnación de la Ley 10/2012 

  

1.- La regulación de la suspensión en la CE y en la LOTC 

 En primer término, hay que hacer hincapié en que ni la Constitución (CE) ni la LOTC prohíben esta 

suspensión. El que no exista una previsión expresa no debe interpretarse en el sentido de que no 

cabe acordarla. 

  

En la CE el art. 161.2 (impugnación por el Gobierno de las disposiciones y resoluciones adoptadas 

por las CCAA), establece una suspensión automática sobre la que ha de pronunciarse el Tribunal a 

los 5 meses, y de otra parte, en el art. 163 excluye que la cuestión de inconstitucionalidad tenga 

efectos suspensivos, señalando que no los tendrá “en ningún caso”. En cambio no existe esta 

prohibición cuando se trata de un recurso directo de inconstitucionalidad. 

  

En la LOTC, la suspensión se establece con diferentes regímenes dependiendo de los casos[2].  

En cuanto a los recursos de inconstitucionalidad, la regulación se encuentra recogida en el art. 30 de 

la LOTC en los siguientes términos: 

 “La admisión de un recurso o de una cuestión de inconstitucionalidad no suspenderá la vigencia ni 

la aplicación de la Ley, de la disposición normativa o del acto con fuerza de Ley, excepto en el caso 

en que el Gobierno se ampare en lo dispuesto por el art. 161.2 de la Constitución para impugnar, 

por medio de su Presidente, Leyes, disposiciones normativas o actos con fuerza de Ley de las 

Comunidades Autónomas”. 

  

El precepto impide que la suspensión se produzca automáticamente, por la mera admisión del 

recurso, con excepción del supuesto ya examinado previsto en el art.161,2 CE.  

Pero ello no impide que la suspensión se acuerde si lo solicitan las partes, o incluso de oficio por el 

TC. 

  

En suma, no existe impedimento alguno ni en la CE ni en la LOTC para que se pueda suspender una 

Ley con ocasión de un recurso de inconstitucionalidad. 

  

Es cierto que la doctrina del TC entiende que el impedimento reside precisamente en que no se ha 

atribuido al mismo la facultad de acordar expresamente la suspensión (ATC 141/1989, de 14 de 

marzo, FJ 2), pero este es un criterio que puede variar, como se expone a continuación. 

  

2.- La presunción de legitimidad 

Al pronunciarse sobre la desaparición del recurso previo de inconstitucionalidad –que venía 

cumpliendo una función cautelar, en tanto traía consigo la suspensión automática de la tramitación 

de proyectos de Ley Orgánica- el TC en su STC 66/1985, entendió que era constitucional su 

eliminación y mantuvo que la presunción de legitimidad de la que disfrutan los actos o normas que 
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emanan de poderes públicos, obliga a considerar como excepcional la posibilidad de suspender su 

vigencia o ejecutoriedad.  

La sentencia concluye que, dado que esta presunción de legitimidad es más enérgica cuanto más 

directa es la conexión del órgano con la voluntad popular, su grado máximo se da en el supuesto de 

la ley que dicta el legislador, y que en estos casos la presunción de legitimidad solo se destruye 

cuando se dicta la sentencia declarando la inconstitucionalidad, al término del proceso. 

  

Un paso más allá lo dio el TC cuando en una serie de autos entendió que la excepcionalidad a que se 

refería la STC 66/85 requería una previsión expresa, (ATC 141/1989, de 14 de marzo, FJ 2 entre 

otros).  

Por ello, la doctrina mayoritaria hasta la fecha ha entendido que suspender una ley impugnada –que 

es algo no previsto expresamente en la LOTC-,  supondría obtener artificiosamente los efectos de 

una suerte de recurso previo de inconstitucionalidad, que ya no se contempla en la ley vigente. 

  

Ahora bien, aunque convengamos en que la Ley goza de la presunción de legitimidad en “su grado 

máximo”, y en que ello “obliga a considerar como excepcional la posibilidad de suspender su 

vigencia” como señalaba la citada STC 66/1985, no compartimos la conclusión de que tal 

excepcionalidad requiere que la suspensión esté expresamente prevista. Así pues cabe interpretar el 

artículo 30 de la LOTC en el sentido de que no impide una suspensión cautelar eventual acordada en 

función de las características del caso. 

  

3.- ¿En qué supuestos no prevalecería la presunción de legitimidad de la Ley? 

Así pues, habrá que contrastar en cada caso concreto la presunción de legitimidad con los principios 

constitucionales que se verían afectados negativamente y de forma irreparable si la ley impugnada 

mantiene su vigencia hasta que se dicte sentencia[3], para decidir si procede o no la suspensión. 

  

Sentado lo anterior cabe esperar que la Ley de Tasas 10/2012 -que está poniendo en una situación 

de auténtico peligro el derecho fundamental de acceso a la justicia, y de forma irreparable-, el 

recurso de inconstitucionalidad traiga consigo la suspensión excepcional que aquí se preconiza. 

  

Y ello porque los perjuicios irreparables que se van a producir están directamente relacionados con 

uno de los derechos fundamentales de la persona, cuya eficacia directa e inmediata se establece en 

el art. 53.1 CE  sin necesidad de esperar a su desarrollo por el legislador ordinario.  

Así el TC tendría que preservarlos, sin necesidad de ninguna ley que autorice a ello expresamente, 

porque su función estriba no solo en ampararlos cuando sean vulnerados, sino también en evitar el 

riesgo de que sean perturbados[4], de donde el Tribunal tendría la potestad de adoptar las medidas 

cautelares necesarias para asegurar la eficacia de la resolución que se dicte en su día, evitando así 

perjuicios irreparables a derechos fundamentales.  

Sobre todo a un derecho fundamental que permite precisamente ejercer otros derechos. 

  

Si, como señala otro de los votos particulares al Auto 90/2010[5], el Tribunal se ha considerado 

facultado para adoptar medidas cautelares provisionalísimas o inaudita parte, en supuestos de 

urgencia excepcional, o para adoptar medidas cautelares positivas, aunque hasta la reforma 

aprobada por LO 6/2007 no estaba prevista más que la suspensión, no parece imposible que se 

considere facultado para suspender una Ley patentemente inconstitucionalidad y cuyos efectos son 

irreversibles. 

  

4.- La reciente doctrina del Tribunal Constitucional sobre las tasas judiciales 

La notoria inconstitucionalidad de la Ley 10/2012 tiene su fundamento en doctrina anterior del 

propio TC sobre la anterior regulación de las tasas. Aunque el preámbulo de la Ley 10/2012 destaca 

que el TC ha confirmado la constitucionalidad de las tasas, no es cierto que haya reconocido la 

constitucionalidad de cualquier régimen legal de tasas por el ejercicio de la potestad jurisdiccional. 

  

Ya en la sentencia 20/2012, se declara que “en principio no vulnera la Constitución que una norma 

de rango legal someta a entidades mercantiles, con un elevado volumen de facturación, al 

pago de unas tasas que sirven para financiar los costes generados por la actividad 

jurisdiccional…“. (FJ 9). Y en el fundamento siguiente declara que la conclusión de que las tasas 

son constitucionales decaería si se mostrase “que la cuantía de las tasas establecidas por la Ley 

53/2002, de 30 de diciembre, son tan elevadas que impiden en la práctica el acceso a la 
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jurisdicción o lo obstaculizan en un caso concreto en términos irrazonables”, y añade más 

adelante que  “la cuantía de las tasas no debe ser excesiva, a la luz de las circunstancias 

propias de cada caso, de tal modo que impida satisfacer el contenido esencial del derecho de 

acceso efectivo a la justicia” 

  

El criterio de la sentencia citada se ha reiterado en otras[6], pero fundamentalmente en la reciente 

sentencia 190/2012, en la que a lo anteriormente reseñado añade:  “si se mostrase que la cuantía 

de la tasa resulta tan elevada que impide «en la práctica el ejercicio del derecho fundamental o lo 

obstaculiza en un caso concreto en términos irrazonables», sí cabría considerarla como 

incompatible con el art. 24.1 CE (SSTC 20/2012, de 16 de febrero, F. 10; y 79/2012, de 17 de 

abril, F. 5), lo que hasta ahora sin embargo no se ha acreditado en ninguno de los asuntos 

sometidos a nuestro enjuiciamiento. 

  

Así pues, si lo que se somete al enjuiciamiento del TC es la Ley 10/2012, se concluye sin esfuerzo 

alguno su inconstitucionalidad, por lo que parece factible una modificación de la doctrina 

jurisprudencial, de forma que se interprete el artículo 30 de la LOTC “conforme a la Constitución”, y 

se entienda que el TC puede adoptar la medida cautelar a la vista de los daños irreversibles que la 

aplicación de la Ley puede causar al derecho fundamental de acceso a la justicia. 

  

Recordemos que el cambio de criterio sobre la suspensión estuvo a punto de producirse con el 

recurso de inconstitucionalidad planteado contra la Ley del Aborto, faltando solo un voto, por lo que 

-ante unas tasas como las establecidas en la Ley 10/2012, que se han convertido en un obstáculo 

impeditivo del acceso a los Tribunales para muchos justiciables-, cabe esperar que se produzca una 

modificación en la doctrina del Tribunal a este respecto. 

 
[1] Fundamentalmente se trata de los argumentos que expusieron los votos particulares de los cinco 

Magistrados que se apartaron del criterio mayoritario, cuando se denegó la suspensión solicitada por 

los 50 diputados del PP que impugnaron la modificación de la Ley del Aborto aprobada en 2010, 

mediante Auto 90/2010. En aquel momento la cuestión fue muy polémica pues la posibilidad de 

haber acordado la suspensión se debió a un solo voto en contra de hacerlo. 

 

[2] Además del ya examinado (art. 161.2 CE y art. 77 LOTC) hay suspensión a instancia de parte 

para los conflictos de competencia (art. 64.3 LOTC) y en de oficio a instancia de parte en los 

amparos (art. 56 LOTC) 

 

[3] Voto particular del Magistrado Javier Delgado Barrio al Auto 90/2010. 

 

[4] En esta línea se desarrolla el voto particular del Magistrado Ramón Rodríguez Arribas respecto 

del Auto 90/2010, al que se adhiere el Vicepresidente don Guillermo Jiménez Sánchez. 

 

[5] Voto particular del Magistrado Jorge Rodríguez-Zapata. 

 

[6] SSTC 79/2012, en la 85/2012, de 18 de abril, en la cuestión de inconstitucionalidad 1584/2005 

así como en las 103 y 104/2012, de 9 y de 10 de mayo, respectivamente. 
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